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Ciudad de México. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al seis de abril de dos mil veintiséis, emite la siguiente:

SENTENCIA

Mediante la cual se resuelve la controversia constitucional 265/2025, promovida por el Poder Ejecutivo del Estado de Nuevo León en contra del Poder Legislativo de la citada entidad federativa, demandando la invalidez de la omisión legislativa de armonizar el marco jurídico estatal en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, en términos de los artículos cuarto, en relación con el segundo, transitorios del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro.

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA

1.
Presentación de la demanda. Por escrito enviado el seis de noviembre de dos mil veinticinco, mediante el Sistema Electrónico de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Ulises Carlín de la Fuente, ostentándose como Consejero Jurídico del Gobierno del Estado de Nuevo León promovió, en representación del Poder Ejecutivo de dicha entidad federativa, la presente controversia constitucional en la que demandó la invalidez de los actos y en contra de la autoridad que se precisan enseguida:

II. LA ENTIDAD, PODER U ÓRGANO DEMANDADO Y SU DOMICILIO:

Lo es el Congreso del Estado de Nuevo León (…).

IV. LA NORMA GENERAL, ACTO U OMISIÓN CUYA INVALIDEZ SE DEMANDE, ASÍ COMO, EN SU CASO, EL MEDIO OFICIAL EN QUE SE HUBIERAN PUBLICADO:

La omisión legislativa de realizar las reformas respectivas a la legislación local, conforme a lo dispuesto por el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 20 de diciembre de 2024, emitido por el Poder Ejecutivo Federal, a través del cual se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Transparencia. Lo anterior toda vez que limita la facultad y obligación del Poder Ejecutivo de promulgar y publicar las leyes, misma que se encuentra consagrada por el artículo 125, fracción IX, de la Constitución local.
2.
Conceptos de invalidez. En su demanda, indicó que estimaba vulnerados los artículos 14, 16 y 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante Constitución Política del país), bajo los argumentos siguientes:

De conformidad con el artículo cuarto transitorio del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica, las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de su competencia, tenían el plazo máximo de noventa días naturales contados a partir de que el Congreso de la Unión expidiera las adecuaciones necesarias a las leyes que correspondan, para armonizar su marco jurídico en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales.

En este sentido, la inactividad del Congreso del Estado de Nuevo León no sólo impide el ejercicio de las facultades de promulgación y publicación del Ejecutivo Local, sino que le imposibilita cumplir con el deber expreso impuesto por el orden constitucional de implementar un nuevo modelo de simplificación administrativa y transparencia en el ámbito estatal.

Así, el vacío generado por la omisión legislativa impugnada perjudica al Poder Ejecutivo Estatal, al obstaculizar el ejercicio de sus atribuciones en materia de organización administrativa, transparencia y reasignación de funciones.

Cita en apoyo a sus argumentos, la tesis del Tribunal Pleno P./J. 13/2006, de rubro: “FACULTAD O COMPETENCIA OBLIGATORIA A CARGO DE LOS CONGRESOS ESTATALES. SU OMISIÓN ABSOLUTA GENERA UNA VIOLACIÓN DIRECTA A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (ARTÍCULOS PRIMERO Y SEGUNDO TRANSITORIOS DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y SIETE)”.

Además, refiere que la inacción impugnada vulnera los principios de división de poderes (pues coloca al Ejecutivo estatal en un grado de subordinación para administrar sus recursos con eficiencia y transparencia, así como para contratar obligaciones y rendir cuentas sobre su ejecución); y de legalidad (en relación con los deberes de la administración pública para garantizar el derecho de acceso a la información pública y la protección de datos personales).

En particular, refiere que el Congreso local debió adecuar oportunamente la Constitución del Estado, para extinguir el Instituto Estatal de Transparencia (INFONL) y reasignar sus funciones al Ejecutivo local e implementar mecanismos de simplificación administrativa.

3.
Admisión y trámite de la demanda. Mediante proveído de diez de noviembre de dos mil veinticinco, el Ministro Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar el expediente relativo a la presente controversia constitucional; asimismo, turnó el asunto a la Ministra Sara Irene Herrerías Guerra, para que instruyera el procedimiento correspondiente.

4.
Posteriormente, en acuerdo de diecinueve de noviembre siguiente, la Ministra instructora admitió a trámite la demanda; ordenó emplazar como parte demandada al Poder Legislativo del Estado de Nuevo León, a efecto de que presentara su contestación; además, correr traslado a la Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal; y, finalmente, requirió a la parte demandada las documentales relacionadas con la omisión impugnada y, al Congreso de la Unión, informara sobre las adecuaciones a que se refiere el artículo segundo transitorio del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica.

5.
Desahogo de requerimiento por parte del Senado de la República. Mediante escrito presentado ante este Alto Tribunal el cinco de enero de dos mil veintiséis, el Director de Amparos y Controversias Constitucionales de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión desahogó el requerimiento formulado en autos.
6.
Al respecto, indicó que la autoridad legislativa cumplió con lo establecido en los artículos segundo y cuarto transitorios del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica, pues el veinte de marzo de dos mil veinticinco se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se expiden la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares; y se reforma el artículo 37, fracción XV, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.
7.
Asimismo, señaló que dicho Decreto materializó el nuevo modelo institucional de proyección y garantía de transparencia y acceso a la información pública, con la previsión de buscar que la estructura en cada entidad federativa adopte como modelo de referencia el federal.

8.
Desahogo de requerimiento por parte de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. Mediante escrito presentado ante este Alto Tribunal el veintitrés de enero de dos mil veintiséis, el Director de lo Contencioso y Procedimientos Constitucionales de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión desahogó el requerimiento formulado en autos.
9.
Al respecto, indicó que el veinte de marzo de dos mil veinticinco, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se expiden la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares; y se reforma el artículo 37, fracción XV, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.
10.
Contestación de demanda por parte del Poder Legislativo del Estado de Nuevo León. Por escrito enviado el veintiuno de enero de dos mil veintiséis, mediante el sistema electrónico de este Alto Tribunal, Itzel Soledad Castillo Almanza, ostentándose como Diputada Presidenta de la Mesa Directiva de la Septuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León, dio contestación a la demanda en representación del citado Poder. En su escrito, argumentó la causal de improcedencia y refutó los conceptos de invalidez, en los términos siguientes:

(
Se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción IX, de la Ley Reglamentaria de la Materia, por falta de interés legítimo del Poder Ejecutivo Estatal, ante la inexistencia de una afectación real, directa y actual a su esfera competencial. Lo anterior, dado que, de la demanda se advierte que el Poder actor estima vulnerada su facultad de promulgar y publicar leyes; sin embargo, dado que no existe decreto aprobado, no se actualiza tal vulneración.

(
El proceso de reforma constitucional local se encuentra en curso ante la Comisión de Legislación y Puntos Constitucionales, por lo que, aun cuando no hubiese culminado dentro del plazo previsto en el artículo cuarto transitorio del Decreto de reformas en materia de simplificación orgánica, de ello no se sigue la actualización de una omisión absoluta, porque el órgano legislativo se encuentra actuando.

(
En el caso tampoco se actualiza una omisión relativa, pues si bien es cierto que el proceso legislativo no ha culminado y la fecha límite para la publicación de la reforma ya sucedió, lo cierto es que el momento para analizar si se cumplió de manera incompleta o deficiente con el mandato constitucional es una vez aprobada la norma.

(
El plazo previsto en el artículo cuarto transitorio del Decreto de reformas en materia de simplificación orgánica no exonera al Congreso local de observar las etapas esenciales del procedimiento legislativo, por lo que no puede considerarse el mero transcurso del citado plazo, para acreditar en automático una omisión legislativa.

11.
Mediante proveído de veintiocho de enero de dos mil veintiséis, la Ministra instructora ordenó reconocer personalidad a la promovente y tener por contestada la demanda del presente medio de control constitucional; asimismo, ordenó correr traslado con copia de la contestación de demanda a la parte actora, a la Fiscalía General de la República, así como a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal; finalmente, señaló día y hora para la verificación de la audiencia de ofrecimiento y desahogo de pruebas y alegatos.

12.
Pedimento de la Fiscalía General de la República y opinión de la Consejería Jurídica del Gobierno Federal. Las citadas instituciones no emitieron opinión en el presente asunto.

13.
Cierre de la instrucción. Substanciado el procedimiento en la controversia constitucional, el dieciocho de febrero de dos mil veintiséis se celebró la audiencia prevista en la Ley Reglamentaria, en la que se hizo relación de los autos, se tuvieron por exhibidas y admitidas las pruebas ofrecidas durante la substanciación del procedimiento y por formulados los alegatos presentados por el Poder Legislativo del Estado de Nuevo León. Posteriormente, mediante acuerdo de veinte de febrero siguiente, se determinó el cierre de la instrucción y se puso el expediente en estado de resolución.

I. COMPETENCIA

14.
Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la presente controversia constitucional, en términos de lo dispuesto en los artículos 105, fracción I, inciso h)
, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante Constitución Política del país); 1
 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución General (en adelante Ley Reglamentaria de la Materia); 16 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación;
 y la fracción I del Punto Segundo del Acuerdo General número 2/2025 (12a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de tres de septiembre de dos mil veinticinco, en el que se precisan los asuntos de su competencia y los que se delegan a otros órganos jurisdiccionales federales,
 por tratarse de un conflicto entre dos poderes de una misma entidad federativa.

II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS, ACTOS U OMISIONES RECLAMADAS Y SU EXISTENCIA

15.
En términos del artículo 41, fracción I
, de la Ley Reglamentaria de la Materia, en relación con la tesis P./J. 98/2009, de rubro: “CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. REGLAS A LAS QUE DEBE ATENDER LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PARA LA FIJACIÓN DE LA NORMA GENERAL O ACTO CUYA INVALIDEZ SE DEMANDA EN EL DICTADO DE LA SENTENCIA.”
, se fijan las normas generales, actos u omisiones objeto de la controversia. En el presente caso, de manera destacada la parte actora impugnó:
“IV. LA NORMA GENERAL, ACTO U OMISIÓN CUYA INVALIDEZ SE DEMANDE, ASÍ COMO, EN SU CASO, EL MEDIO OFICIAL EN QUE SE HUBIERAN PUBLICADO:

La omisión legislativa de realizar las reformas respectivas a la legislación local, conforme a lo dispuesto por el Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 20 de diciembre de 2024, emitido por el Poder Ejecutivo Federal, a través del cual se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Transparencia. Lo anterior toda vez que limita la facultad y obligación del Poder Ejecutivo de promulgar y publicar las leyes, misma que se encuentra consagrada por el artículo 125, fracción IX, de la Constitución local”.
16.
Por tanto, se tiene como acto reclamado la omisión legislativa de armonizar el marco jurídico estatal en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, en términos de los artículos cuarto, en relación con el segundo, transitorios del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro.

III. OPORTUNIDAD

17.
La demanda fue presentada de manera oportuna.

18.
De conformidad con el artículo 21, fracción I,
 de la Ley Reglamentaria de la Materia, el plazo para la interposición de la demanda será, tratándose de actos u omisiones, de treinta días, contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del propio acto surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que la parte actora se ostente sabedora de los mismos.

19.
En relación con la fracción I del artículo 21, de la Ley Reglamentaria de la Materia, este Alto Tribunal ha sostenido que ninguno de los supuestos de inicio de plazo previstos en ese precepto es idóneo para calificar la oportunidad de una demanda de controversia constitucional promovida contra omisiones que no deriven directamente de un acto positivo. Ello, porque las omisiones, por sí mismas, no surten efectos conforme a la ley, no se ejecutan, ni en estricto sentido, se notifican o hacen saber a las personas afectadas.

20.
Por ello, debe entenderse que el artículo 21, fracción I, de la Ley Reglamentaria de la Materia, no establece plazo específico para la promoción de la controversia constitucional respecto de omisiones, entendiéndose por éstas las que implican un no hacer del órgano demandado y que, por su especial naturaleza, crean una situación permanente que no se subsana mientras la omisión subsista, de tal suerte que dicha situación se genera y reitera día a día, lo que produce consecuencias jurídicas que se actualizan de igual forma. Esta peculiaridad lleva a considerar que el plazo para su impugnación se actualiza día a día mientras la omisión subsista.

21.
Así se desprende de la tesis P./J. 43/2003, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. CUANDO SE TRATE DE OMISIONES, LA OPORTUNIDAD PARA SU IMPUGNACIÓN SE ACTUALIZA DÍA A DÍA, MIENTRAS AQUÉLLAS SUBSISTAN.”

22.
Por tanto, dado que el acto reclamado consiste en la omisión legislativa de armonizar el marco jurídico estatal en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, en términos de las disposiciones transitorias del Decreto de reformas constitucionales, en materia de simplificación orgánica, debe concluirse que la demanda fue presentada oportunamente, toda vez que no se advierte que, al momento de su promoción, se hubiese divulgado algún instrumento legislativo en el Periódico Oficial del Estado de Nuevo León que acreditara lo contrario.

23.
Consideraciones similares fueron sostenidas por este Alto Tribunal al resolver la controversia constitucional 115/2024, en sesión de cinco de enero de dos mil veintiséis.

IV. LEGITIMACIÓN ACTIVA

24.
La demanda fue promovida por parte legitimada.

25.
Conforme a los artículos 10, fracción I,
 y 11, párrafo primero,
 de la Ley Reglamentaria de la Materia, el actor deberá comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que lo rigen, estén facultados para representarlo y, en todo caso, se presumirá que quien comparece a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad de hacerlo, salvo prueba en contrario.
26.
En el caso, promueve la demanda de controversia constitucional, en representación del Poder Ejecutivo del Estado de Nuevo León, Ulises Carlín de la Fuente, en su carácter de Consejero Jurídico, lo que acreditó con copia certificada de su designación, emitida por el Gobernador de dicha entidad.

27.
Por otra parte, de acuerdo con el artículo 16, fracción IX, del Reglamento de las Unidades Administrativas de la Persona Titular del Poder Ejecutivo Estatal,
 la persona titular de la Consejería Jurídica tiene la atribución de representar a la persona titular del Poder Ejecutivo en las controversias constitucionales; por lo que procede reconocer su legitimación para promover el presente medio de control constitucional.

28.
Así también, la del propio Poder Ejecutivo del Estado de Nuevo León para instar la vía, al ser uno de los entes previstos en el artículo 105, fracción I, de la Constitución Política del país.

V. LEGITIMACIÓN PASIVA

29.
Enseguida, se procede al análisis de la legitimación de la autoridad demandada, al ser un presupuesto necesario para la procedencia de la acción, en tanto dicha parte es la obligada por ley para satisfacer la pretensión de la parte actora, en caso de que ésta resulte fundada.

30.
El Poder Legislativo del Estado de Nuevo León tiene legitimación pasiva.

31.
Conforme a los artículos 10, fracción II,
 y 11, párrafo primero,
 de la Ley Reglamentaria de la Materia, serán demandados en las controversias constitucionales, las entidades, los poderes o los órganos que hubiesen emitido y promulgado la norma general, pronunciado el acto o incurrido en la omisión que sea objeto de la controversia, los cuales deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos.

32.
En el presente caso, es autoridad demandada el Poder Legislativo del Estado de Nuevo León, el cual compareció a juicio por conducto de Itzel Soledad Castillo Almanza, Diputada Presidenta de la Mesa Directiva de la Septuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado de Nuevo León, lo que acredita con el Decreto Número 116, de uno de septiembre de dos mil veinticinco, por el que el Congreso del Estado aprobó la integración de la Directiva que fungirá durante el segundo año de ejercicio constitucional de la Septuagésima Séptima Legislatura.

33.
Además, de conformidad con el artículo 60, fracción I, inciso c), de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Nuevo León,
 es atribución del Presidente de la Directiva representar a dicho poder en los asuntos de carácter legal; de modo que debe reconocerse legitimación pasiva al Poder Legislativo del Estado, así como de quien comparece en su representación.

VI. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA O MOTIVOS DE SOBRESEIMIENTO

34.
De conformidad con el artículo 19, último párrafo, de la Ley Reglamentaria de la Materia,
 se procede al análisis de las causales de improcedencia o motivos de sobreseimiento invocados por las partes o que este Alto Tribunal advierta de oficio.

35.
Al respecto, en su escrito de contestación de demanda, el Poder Legislativo demandado señala que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 19, fracción IX, de la Ley Reglamentaria de la Materia, por falta de interés legítimo del Poder Ejecutivo Estatal, ante la inexistencia de una afectación real, directa y actual a su esfera competencial. Lo anterior, dado que, de la demanda se advierte que el Poder actor estima vulnerada su facultad de promulgar y publicar leyes; sin embargo, dado que no existe decreto aprobado, no se actualiza tal vulneración.
36.
Se desestima el anterior planteamiento, por involucrar una argumentación relacionada con el estudio de fondo.
 En efecto, tal como lo menciona la parte demandada uno de los motivos de inconstitucionalidad aducidos por la parte actora en su demanda estriba en que la inactividad del Congreso del Estado de Nuevo León impide el ejercicio de las facultades de promulgación y publicación del Ejecutivo Local.
37.
Consecuentemente, el análisis de si en el caso se actualiza una vulneración al ejercicio de las facultades del Ejecutivo estatal corresponde a la cuestión constitucional propuesta, esto es, al estudio de fondo. Al respecto, este Tribunal Constitucional tiene criterio consolidado en el sentido de que, por regla general, al constituir la falta de afectación al interés legítimo de la parte actora una cuestión de fondo, ésta no puede dar lugar a un motivo manifiesto e indudable de improcedencia.

38.
Además, se advierte, en principio, una posible afectación al ámbito competencial del Poder actor en materia de acceso a la información pública y de protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados, en tanto el artículo 116, fracción VIII, de la Constitución Política del país, le reconoce participación, circunstancia que justifica un estudio de fondo. En efecto, como se plantea en los conceptos de invalidez, la alegada omisión legislativa podría incidir en el ámbito competencial de la parte actora, al obstaculizar el ejercicio de sus atribuciones en la materia, de manera que resulta necesario analizar un estudio de fondo.

39.
Así, al resultar infundada la causal de improcedencia invocada por el Poder Legislativo demandado y no advertirse de oficio la actualización de alguna otra, lo procedente es el estudio de fondo.
VII. ESTUDIO DE FONDO
40.
Tal como quedó precisado en el apartado II de esta sentencia, en el presente caso se tiene como acto reclamado la omisión legislativa de armonizar el marco jurídico estatal de Nuevo León en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, en términos de los artículos cuarto, en relación con el segundo, transitorios del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro.
41.
Consecuentemente, a fin de analizar la constitucionalidad de la omisión impugnada, el estudio de fondo se subdividirá en los subapartados siguientes:
	SUBAPARTADO
	TEMA

	A
	Doctrina judicial sobre omisiones legislativas

	B
	Análisis de los artículos segundo y cuarto transitorios del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica

	C
	Análisis del caso concreto


A. Doctrina judicial sobre omisiones legislativas

42.
Como lo ha indicado en otras ocasiones este Tribunal Pleno,
 la doctrina especializada ha definido a la omisión legislativa inconstitucional, como aquella que se desarrolla por el incumplimiento de los mandatos constitucionales permanentes y concretos.

43.
De esta manera, una omisión legislativa puede actualizarse cuando: a) se identifique una exigencia constitucional de acción que el legislador incumpla; b) la Constitución consagre una norma que no es suficientemente densa para ser exigible por sí misma y el legislador omita dotarla de efectividad; c) cuando el legislador incumple un mandato expreso de crear una ley particular; y, finalmente, d) Cuando existiendo una norma de desarrollo, ésta presenta carencias de tal magnitud que la convierten en inútil respecto del mandato constitucional.

44.
Ahora bien, esta Suprema Corte ha sostenido que los órganos legislativos pueden incurrir en dos clases de omisiones a) absolutas, cuando no ejercen su competencia para crear leyes; y b) relativas, cuando habiéndola ejercido, lo hacen de manera parcial o no la realizan de manera integral, con lo cual se impide el correcto desarrollo y la eficacia de su función creadora de normas generales.

45.
A partir de lo anterior y atendiendo además a la distinción entre las facultades o competencias de ejercicio potestativo y de ejercicio obligatorio, esta Suprema Corte clasificó las omisiones legislativas en los supuestos siguientes:
a)
Absolutas en competencias de ejercicio obligatorio, cuando el órgano legislativo tiene la obligación o mandato de expedir una determinada ley y no lo ha hecho;

b)
Relativas en competencias de ejercicio obligatorio, cuando el órgano legislativo emite una ley teniendo una obligación o un mandato para hacerlo, pero lo realiza de manera incompleta o deficiente;

c)
Absolutas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano legislativo decide no actuar debido a que no hay ningún mandato u obligación que así se lo imponga; y,

d)
Relativas en competencias de ejercicio potestativo, en las que el órgano legislativo decide hacer uso de su competencia potestativa para legislar, pero al emitir la ley lo hace de manera incompleta o deficiente.

46.
Además, ha sostenido que sólo existe una omisión legislativa propiamente dicha cuando hay un mandato constitucional que establezca de manera precisa el deber de legislar en un determinado sentido y esa obligación haya sido incumplida total o parcialmente. En cambio, si no existe un mandato constitucional que imponga un deber de legislar, la conducta del órgano legislativo carece de relevancia jurídica para efectos del medio de control constitucional; de ahí que resulte poco útil hablar, en esos supuestos, de omisiones en competencias de ejercicio potestativo.
47.
Por tanto, cuando la Constitución establece un deber de legislar sobre un tema específico a cargo del órgano parlamentario, el ejercicio de la facultad legislativa deja de ser discrecional y se convierte en una competencia de ejercicio obligatorio. En consecuencia, para que este Tribunal Pleno se encuentre en aptitud de declarar la existencia de una omisión legislativa es necesario que se actualicen los supuestos siguientes:

(
Que exista un mandato constitucional sobre un tema específico que imponga al legislador local una obligación de legislar; y

(
Que el legislador local no haya dado cumplimiento a ese mandato

48.
En el caso, precisamente, los planteamientos de la parte actora se ubican en la categoría de omisiones legislativas absolutas en competencia de ejercicio obligatorio, pues lo reclamado es que el Congreso local no ha adecuado su ordenamiento estatal al marco constitucional, aspecto respecto del cual, considera se encuentra constitucionalmente obligado.

B. Análisis de los artículos segundo y cuarto transitorios del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica

49.
Para estar en posibilidad de examinar la alegada omisión legislativa, resulta oportuno tomar en cuenta el objetivo perseguido por la reforma constitucional en análisis; ello, conforme a la exposición de motivos de la iniciativa presentada ante la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión que le dio origen, en la cual se indicó:
Por consiguiente, una vez mostrado el ejercicio de recursos públicos y conforme a la política de austeridad republicana, que ha permitido a este gobierno contar con un instrumento que permita la viabilidad financiera, sin acrecentar la deuda pública, y para continuar con la generación de ahorros y fortalecer las políticas sociales en beneficio de la población; bajo los principios de eficacia, eficiencia, economía, transparencia y honradez; atendiendo a la especialización en las materias de competencia económica, telecomunicaciones, transparencia y energía; y en relación con lo establecido en la Ley Federal de Austeridad Republicana, la presente iniciativa busca la reincorporación a la esfera de la Administración Pública Federal de las funciones efectuadas por los Organismos Constitucionalmente Autónomos, Órganos Reguladores Coordinados en materia energética y otros descentralizados, evitando así la duplicidad de funciones y permitiendo ahorros presupuestales, sin afectar las funciones que desempeñan.

Por otra parte, a fin de hacer coincidente esta reforma, se adiciona un párrafo al artículo 134 de la CPEUM, con la finalidad de que se establezca como principio constitucional evitar estar creando distintos entes públicos bajo las figuras de descentralización y desconcentración de manera innecesaria promoviendo la duplicidad de funciones, cuando la administración pública centralizada podría asumir dichas atribuciones.

De igual forma, se mandata al Congreso de la Unión, a través del régimen transitorio, realizar las adecuaciones legislativas necesarias para la extinción o fusión de los organismos autónomos señalados, así como para la extinción o fusión de los órganos descentralizados y desconcentrados, en los cuales las dependencias donde están sectorizadas o dependen jerárquicamente puedan asumir la competencia para efecto de atender los objetivos institucionales para los cuales fueron creadas. Asimismo, se mandata al titular del Poder Ejecutivo a emitir los actos correspondientes para la extinción o fusión de aquellos entes públicos creados a partir de un decreto. (…)

En ese contexto se realizan diversos ajustes, los cuales se muestran a continuación: (…)

	Organismo
	Artículos adición, reforma y derogación de diversas fracciones y párrafos
	Transparencia de facultades y obligaciones

	(…)

	Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI)
	Artículos 6, 41, 76, 78, 89, 105, 113, 116 y 123.
	Por lo que respecta a la tutela del derecho de acceso a la información y la protección de datos personales, así como la política de transparencia, se trasladaran a la Secretaría de la Función Pública en lo que respecta a la Administración Pública Federal; al órgano de control y disciplina del Poder Judicial; a los órganos de control de los organismos constitucionales autónomos; y a las contralorías del Congreso de la Unión, en sus respectivos ámbitos de competencia. Se replica esta estructura en el ámbito estatal con sus contralorías o áreas homólogas del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial. (…).

	(…).


Para mejor referencia de las reformas propuestas, se adjunta el siguiente cuadro comparativo:

	TEXTO VIGENTE
	TEXTO PROPUESTO

	Artículo 6º. (…)

VIII. La Federación contará con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, de gestión, capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y

determinar su organización interna, responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de acceso a la información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los términos que establezca la ley. (…).
	Artículo 6º. (…)

VIII. Los sujetos obligados deberán promover, respetar, proteger y garantizar los derechos de acceso a la información pública y a la protección de datos personales. Las leyes en la materia determinarán las bases, principios generales y procedimientos del ejercicio de estos derechos, así como la competencia de las autoridades de control Interno y vigilancia u homólogos en el ámbito federal y local para conocer de los procedimientos de revisión contra los actos que emitan los sujetos obligados. (…).

	(…)

	Artículo 116. (…)
VIII. Las Constituciones de los Estados establecerán organismos autónomos, especializados, imparciales y colegiados, responsables de garantizar el derecho de acceso a la información y de protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados, conforme a los principios y bases establecidos por el artículo 60. de esta Constitución y la ley general que emita el Congreso de la Unión para establecer las bases, principios generales y procedimientos del ejercicio de este derecho.
	Artículo 116. (…)

VIII. Las Constituciones de los Estados definirán la competencia de los órganos encargados de la contraloría u homólogos de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial y demás sujetos obligados responsables de garantizar el derecho de acceso a la información pública y de protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados, conforme a los principios y bases establecidos por el artículo 60. de esta Constitución y la ley general que emita el Congreso de la Unión para establecer las bases, principios generales y procedimientos del ejercicio de este derecho.

	(…)

	Artículo 134. (…)

Sin correlativo
	Artículo 134. (…)

Los entes públicos ajustarán sus estructuras orgánicas y ocupacionales de conformidad con los principios de racionalidad y austeridad republicana, eliminando todo tipo de duplicidades funcionales u organizacionales, atendiendo a las necesidades de mejora y modernización de la gestión pública.

	(…).


50.
De la transcripción anterior, se advierte que el objetivo de la reforma constitucional en materia de simplificación orgánica consistió en reincorporar a la esfera de la Administración Pública Federal las funciones desempeñadas por diversos Organismos Constitucionales Autónomos, Órganos Reguladores Coordinados en materia energética y otros entes descentralizados, con el propósito de evitar la duplicidad de funciones y generar ahorros presupuestales, sin afectar el cumplimiento de las funciones que desempeñan; todo ello, bajo los principios de eficacia, eficiencia, economía, transparencia y honradez.
51.
De manera específica, se propuso trasladar la tutela del derecho de acceso a la información y la protección de datos personales, así como la política de transparencia a instancias de control y disciplina dentro de cada ámbito: la Secretaría de la Función Pública respecto de la administración pública federal; el órgano de control y disciplina del Poder Judicial de la Federación; los órganos de control de los organismos constitucionales autónomos; y las contralorías del Congreso de la Unión, en sus respectivos ámbitos de competencias. Asimismo, se indicó que esta estructura se replicara en el ámbito estatal, mediante contralorías o áreas homólogas del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial locales.

52.
Bajo esta perspectiva, en lo que al presente asunto interesa, se propuso modificar el artículo 6, Apartado A, fracción VIII, de la Constitución Política del país, para que las leyes en materia de acceso a la información pública y la protección de datos personales determinaran, entre otras cuestiones, la competencia de las autoridades de control interno y vigilancia u homólogos en el ámbito local para conocer de los procedimientos de revisión contra los actos que emitan los sujetos obligados.

53.
Paralelamente, se propuso modificar el artículo 116, fracción VIII, de la Constitución Política del país, para eliminar de las Constituciones de los Estados, la previsión de organismos autónomos y, en su lugar, establecer que las Constituciones estatales definirían la competencia de los órganos encargados de la contraloría u homólogos de los Poderes Locales y demás sujetos obligados responsables de garantizar el derecho de acceso a la información y protección de datos personales de los sujetos obligados.

54.
Otrosí, a fin de alinear los propósitos de la reforma, se buscó adicionar un párrafo al artículo 134 de la Constitución Política del país, con la finalidad de establecer como principio constitucional: evitar estar creando distintos entes públicos bajo las figuras de descentralización y desconcentración de manera innecesaria, promoviendo la duplicidad de funciones cuando la administración pública podría asumir dichas atribuciones.

55.
Finalmente, la exposición de motivos indicó que, mediante disposiciones transitorias, se prevería mandatar al Congreso de la Unión a realizar las adecuaciones legislativas necesarias para instrumentar la extinción o la fusión de los organismos autónomos, así como de diversos órganos descentralizados y desconcentrados, de modo que las dependencias a las que se encontraban sectorizados o de las que dependían jerárquicamente asumieran sus competencias, a fin de atender los objetivos institucionales para los cuales fueron creados.

56.
Esencialmente, el texto propuesto por la iniciativa respecto de la reforma a los artículos 6º, 116 y 134 constitucionales fue aprobada por ambas Cámaras del Congreso de la Unión en sus términos, con la salvedad de que, durante la revisión y la aprobación en la Cámara revisora, se introdujo la porción normativa “en términos de la ley general” al artículo 116.

57.
El veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica, entre ellas, los artículos 6º, 116 y 134 que disponen:

Artículo 6º. (…)

VIII. Los sujetos obligados deberán promover, respetar, proteger y garantizar los derechos de acceso a la información pública y a la protección de datos personales. Las leyes en la materia determinarán las bases, principios generales y procedimientos del ejercicio de estos derechos, así como la competencia de las autoridades de control interno y vigilancia u homólogos en el ámbito federal y local para conocer de los procedimientos de revisión contra los actos que emitan los sujetos obligados. (…).

Artículo 116. (…)

VIII.
Las Constituciones de los Estados en términos de la ley general, definirán la competencia de los órganos encargados de la contraloría u homólogos de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial y demás sujetos obligados responsables de garantizar el derecho de acceso a la información pública y de protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados, conforme a los principios y bases establecidos por el artículo 6o. de esta Constitución y la ley general que emita el Congreso de la Unión para establecer las bases, principios generales y procedimientos del ejercicio de este derecho. (…).

Artículo 134. (…)

Los entes públicos ajustarán sus estructuras orgánicas y ocupacionales de conformidad con los principios de racionalidad y austeridad republicana, eliminando todo tipo de duplicidades funcionales u organizacionales, atendiendo a las necesidades de mejora y modernización de la gestión pública. (…).

58.
Para el tema aquí analizado, de los preceptos constitucionales transcritos deriva que las Constituciones de las entidades federativas, en términos de la ley general que emita el Congreso de la Unión, deben definir la competencia de los órganos de contraloría u homólogos de los poderes locales y demás sujetos obligados responsables de garantizar el derecho de acceso a la información pública y la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados. Asimismo, ajustarán sus estructuras orgánicas y ocupacionales, eliminando todo tipo de duplicidades funcionales y organizaciones, atendiendo a las necesidades de mejora y modernización de la gestión pública.
59.
Así, el decreto de reforma constitucional en materia de simplificación orgánica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro, estableció el siguiente régimen transitorio:

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, salvo lo dispuesto en el artículo Décimo transitorio.

Segundo. El Congreso de la Unión tendrá un plazo de noventa días naturales a partir de la entrada en vigor del presente Decreto para realizar las adecuaciones necesarias a las leyes que correspondan para dar cumplimiento a éste, salvo lo dispuesto en el artículo Décimo transitorio. (…).

Cuarto. Las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de su competencia, tendrán el plazo máximo de noventa días naturales contados a partir de la expedición de la legislación a la que alude el artículo Segundo transitorio para armonizar su marco jurídico en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, conforme al presente Decreto.

60.
De conformidad con el régimen transitorio transcrito, la reforma constitucional en materia de simplificación orgánica —con excepción de lo dispuesto en el artículo décimo transitorio— entró en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación, esto es, el veintiuno de diciembre de dos mil veinticuatro.

61.
A partir de esa fecha, se estableció un plazo perentorio de noventa días naturales para que el Congreso de la Unión adecuara el marco legal para instrumentar el Decreto.

62.
Una vez expedida la legislación referida, las legislaturas locales, en el ámbito de su competencia, contarían con un plazo máximo de noventa días naturales para armonizar su marco jurídico en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, en lo que a nuestro análisis interesa, en relación con la simplificación orgánica y la competencia de los órganos encargados de la contraloría u homólogos de los poderes ejecutivo, legislativo y judicial y demás sujetos obligados.

63.
Con base en los anteriores elementos, a la luz de la doctrina judicial sobre omisiones legislativas desarrollada en el subapartado anterior, es posible concluir que —como lo refiere el Poder Ejecutivo actor— estamos en presencia de una obligación o un mandato preciso y claro a cargo de las entidades federativas para armonizar su marco jurídico. Por tanto, se trata de una competencia de ejercicio obligatorio, esto es, al órgano legislativo estatal, no le resulta potestativo, sino que tiene la obligación o el mandato constitucional de adecuar su marco normativo a las nuevas directrices del Texto Fundamental.
64.
En efecto, en primer término, el artículo 6º, fracción VIII, de la Constitución Política del país, entre otras cuestiones, dispone que las leyes en la materia determinarán la competencia de las autoridades de control interno y vigilancia u homólogos en el ámbito federal y local para conocer de los procedimientos de revisión contra los actos que emitan los sujetos obligados.
65.
En segundo lugar, el artículo 116, fracción VIII, de la Constitución Política del país, dispone que: ‘Las Constituciones de los Estados en términos de la ley general, definirán la competencia’ de los órganos de contraloría u homólogos —y demás sujetos obligados— responsables de garantizar el derecho de acceso a la información y de protección de datos personales, conforme a los principios y bases del artículo 6º constitucional y la ley general que emita el Congreso de la Unión.
66.
De ahí que las entidades federativas no están en condiciones de decidir potestativamente si hacen o no uso de su competencia para legislar, sino que se trata de un deber normativo impuesto por el Poder Reformador para adecuar sus Constituciones locales.
67.
En tercer lugar, el artículo 134, párrafo tercero, de la Constitución Política del país, erige como principio del orden constitucional que los entes públicos deben ajustar sus estructuras orgánicas y ocupacionales a los parámetros de racionalidad y austeridad republicana, de manera que la organización administrativa se convierta en un medio que atienda a las necesidades de mejora y modernización de la gestión pública.
68.
Ello constituye un mandato constitucional que impone una directriz inequívoca: eliminar todo tipo de duplicidades funcionales u organizacionales, pues éstas sólo desvirtúan la racionalidad que debe presidir el diseño y la operación de las estructuras públicas. De ahí que es dable afirmar que el precepto constitucional ordena un mandato de configuración orgánica y ocupacional, bajo los principios de racionalidad y austeridad republicana.
69.
En cuarto y último lugar, el artículo cuarto transitorio del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica impone a las legislaturas locales un plazo máximo de noventa días naturales para armonizar su marco jurídico en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, computado a partir de la expedición de la legislación a que alude el diverso artículo segundo transitorio.
70.
Por lo que se insiste, se está en presencia de lo que la doctrina judicial de este Alto Tribunal identifica como un mandato de legislar en competencia de ejercicio obligatorio.

71.
Bajo este contexto, la inacción del legislativo estatal, una vez cumplida la condición de expedición de las Leyes Generales a cargo del Congreso de la Unión, podría configurar una omisión legislativa absoluta en competencia de ejercicio obligatorio —como lo señala el Poder Ejecutivo Estatal—, precisamente, porque existe un mandato constitucional sobre un tema específico que impone al Congreso local la obligación de legislar.

C. Análisis del caso en concreto

72.
Tal como se advierte del subapartado anterior, del contenido de los artículos segundo y cuarto transitorios del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica se desprende que, en un primer momento, el Congreso de la Unión debía realizar en un plazo de noventa días naturales, las adecuaciones necesarias a las leyes correspondientes.

73.
Expedidas las adecuaciones, en un segundo momento, se actualizaría una obligación subsecuente a cargo de las legislaturas de las entidades federativas para armonizar su marco jurídico en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, en un plazo máximo de noventa días naturales.

74.
Al respecto, tal como lo refieren en sus informes las Cámaras de Diputados y de Senadores del Congreso de la Unión, en cumplimiento a los artículos segundo y cuarto transitorios del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica, el veinte de marzo de dos mil veinticinco se publicó en el Diario Oficial de la Federación el ‘Decreto por el que se expiden la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares; y se reforma el artículo 37, fracción XV, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal’.
75.
De dicho Decreto destaca, en lo que a nuestro análisis concierne, lo siguiente:
Artículo Primero. Se expide la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, para quedar como sigue:

LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria del artículo 6o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de transparencia y acceso a la información pública y sus disposiciones son de orden público, de interés social y de observancia general en todo el territorio nacional, con el fin de garantizar el derecho humano al acceso a la información y promover la transparencia y rendición de cuentas.

Artículo 2. Esta Ley tiene por objeto:

I. Establecer los principios, bases generales y procedimientos para garantizar el derecho de acceso a la información pública en posesión de cualquier autoridad, agencia, comisión, comité, corporación, ente, entidad, institución, órgano, organismo o equivalente de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial de los tres niveles de gobierno, órganos constitucionalmente autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad de la Federación, de las entidades federativas, de los municipios o demarcaciones territoriales de Ciudad de México;

II. Distribuir las competencias de las Autoridades garantes en materia de transparencia y acceso a la información pública, conforme a sus respectivos ámbitos de responsabilidad;

III. Establecer las bases mínimas que regirán los procedimientos para garantizar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública;

IV. Establecer procedimientos sencillos y expeditos para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, que permitan garantizar condiciones homogéneas y accesibles para las personas solicitantes;

V. Regular los medios de impugnación por parte de las Autoridades garantes;

VI. Establecer las bases y la información de interés público que deben ser difundidos proactivamente por los sujetos obligados;

VII. Regular la organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Acceso a la Información, así como establecer las bases de coordinación entre sus integrantes;

VIII. Promover, fomentar y difundir la cultura de la transparencia en el ejercicio de la función pública, el acceso a la información pública, la participación ciudadana y la rendición de cuentas, mediante políticas públicas y mecanismos que garanticen la difusión de información oportuna, verificable, comprensible, actualizada y completa, en los formatos más adecuados y accesibles para el público, tomando en cuenta las condiciones sociales, económicas y culturales de cada región;

IX. Propiciar la participación ciudadana en los procesos de toma de decisiones públicas, con el fin de fortalecer la democracia, y

X. Establecer los mecanismos necesarios para garantizar el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, a través de la aplicación efectiva de medidas de apremio y sanciones que correspondan.

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entiende por: (…)

IV. Autoridad garante local: Órganos encargados de la contraloría u homólogos en el poder ejecutivo de las entidades federativas, quienes conocerán también de los asuntos en materia de transparencia de sus municipios o demarcaciones territoriales de Ciudad de México, conforme a lo que establezcan sus respectivas leyes;

V. Autoridades garantes: Autoridades garantes federal y local; el órgano de control y disciplina del Poder Judicial; los órganos internos de control o equivalentes de los órganos constitucionales autónomos, las contralorías internas del Congreso de la Unión; el Instituto Nacional Electoral, por cuanto hace al acceso a la información pública de los partidos políticos; el Centro Federal de Conciliación y Registro Laboral y el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje, estos dos últimos por cuanto hace al acceso a la información pública de los sindicatos y los órganos encargados de la contraloría interna u homólogos de los poderes legislativo y judicial, así como los órganos constitucionales autónomos, de las entidades federativas; (…).

Artículo Segundo. Se expide la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, para quedar como sigue:

LEY GENERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS OBLIGADOS

Artículo 1. La presente Ley es reglamentaria de los artículos 6o., Base A, y 16, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de protección de datos personales en posesión de sujetos obligados y, sus disposiciones son de orden público de interés social y de observancia general en todo el territorio nacional.

Artículo 2. La presente Ley tiene por objeto:

I. Establecer las bases, principios y procedimientos para garantizar el derecho que tiene toda persona a la protección de sus datos personales, en posesión de sujetos obligados;

II. Distribuir competencias entre la Secretaría y las Autoridades garantes, en materia de protección de datos personales en posesión de sujetos obligados;

III. Establecer las bases mínimas y condiciones homogéneas que regirán el tratamiento de los datos personales y el ejercicio de los derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición, mediante procedimientos sencillos y expeditos;

IV. Garantizar la observancia de los principios de protección de datos personales previstos en la presente Ley y demás disposiciones que resulten aplicables en la materia;

V. Proteger los datos personales en posesión de cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, fideicomisos y fondos públicos, de la Federación, partidos políticos, las Entidades Federativas y los municipios, con la finalidad de regular su debido tratamiento;

VI. Garantizar que toda persona pueda ejercer el derecho a la protección de los datos personales;

VII. Promover, fomentar y difundir una cultura de protección de datos personales, y

VIII. Establecer los mecanismos para garantizar el cumplimiento y la efectiva aplicación de las medidas de apremio que correspondan para aquellas conductas que contravengan las disposiciones previstas en esta Ley.

Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por: (…)

II. Autoridades garantes: Órgano de control y disciplina del Poder Judicial; los órganos internos de control de los órganos constitucionales autónomos; las contralorías internas del Congreso de la Unión; el Instituto Nacional Electoral, por cuanto hace al acceso a la protección de datos personales a cargo de los partidos políticos; y los órganos encargados de la contraloría interna u homólogos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como de los órganos constitucionales autónomos, de las Entidades Federativas; (…).
76.
Adquiere especial relevancia, traer a cuenta lo que dispone la normativa transitoria del anterior Decreto:

Décimo Sexto. El Consejo del Sistema Nacional de Acceso a la Información Pública deberá instalarse a más tardar en sesenta días naturales, a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, previa convocatoria que al efecto emita la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno.

Hasta en tanto las legislaturas de las entidades federativas que correspondan armonizan su marco jurídico en materia de acceso a la información pública en términos de lo previsto en el transitorio Cuarto del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 20 de diciembre de 2024, la persona titular del poder ejecutivo local de que se trate será integrante del Consejo del Sistema Nacional de Acceso a la Información Pública. (…).

Décimo Noveno. Hasta en tanto las legislaturas de las entidades federativas, emitan legislación para armonizar su marco jurídico conforme al presente Decreto, los organismos garantes de las mismas continuarán operando y realizarán las atribuciones que le son conferidas a las Autoridades garantes locales, así como a los órganos encargados de la contraloría interna u homólogos de los poderes legislativo y judicial, así como los órganos constitucionales autónomos de las propias entidades federativas en la presente Ley. [Énfasis añadido].

77.
Como puede advertirse de las anteriores transcripciones, la expedición del ‘Decreto por el que se expiden la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares; y se reforma el artículo 37, fracción XV, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal’, constituye, precisamente, la materialización de las adecuaciones necesarias exigidas al Congreso de la Unión en términos del artículo segundo transitorio del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica.
78.
En efecto, de conformidad con los artículos 1, 2 y 3 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, se trata de una ley de observancia general, orientada a garantizar el derecho humano de acceso a la información y a promover transparencia y rendiciones de cuentas. Además, establece como objeto la distribución de competencias de las autoridades garantes, entendiendo por tales, entre otras, los órganos encargados de la contraloría u homólogos en el poder ejecutivo de las entidades federativas, y los órganos encargados de la contraloría interna u homólogos de los poderes legislativo y judicial, así como los órganos constitucionales autónomos, de las entidades federativas.

79.
De manera paralela, de conformidad con los artículos 1, 2 y 3 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, dicha norma es la ley reglamentaria de los artículos 6º, Base A, y 16 constitucionales, es de orden público y de observancia general. Su objeto, entre otros, es el establecimiento de bases, principios y procedimientos para garantizar el derecho a la protección de datos personales, así como las distribuciones de competencias entre la secretaría y las autoridades garantes, entendiendo por estas últimas, entre otras, los órganos encargados de la contraloría interna u homólogos de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, así como de los órganos constitucionales autónomos de las entidades federativas.
80.
Estas previsiones evidencian la materialización de las adecuaciones necesarias exigidas al Congreso de la Unión en el artículo segundo transitorio del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica y, por ende, actualizan para las entidades federativas el deber o el mandato de armonización local dentro del plazo perentorio de máximo noventa días naturales, previsto en el artículo cuarto transitorio de dicho decreto.
81.
Lo que se corrobora del artículo décimo noveno transitorio del Decreto por el que se expiden las leyes Generales de Transparencia y Acceso a la Información Pública y de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, conforme al cual hasta en tanto las legislaturas de las entidades federativas emitan la legislación para armonizar su marco jurídico, los organismos garantes de las mismas continuarán operando y realizarán las atribuciones que le son conferidas a las autoridades garantes locales, así como a los órganos encargados de la contraloría interna u homólogos de los poderes legislativo y judicial, así como los órganos constitucionales autónomos de las propias entidades federativas.
82.
En este contexto, si conforme a los artículos segundo y cuarto transitorios del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica, las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de su competencia, tuvieron un plazo máximo de noventa días naturales contados a partir de la expedición de las leyes generales (acontecida el veinte de marzo de dos mil veinticinco) para armonizar su marco jurídico en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales; entonces, a más tardar el diecisiete de junio de dos mil veinticinco, los Congresos locales debieron emitir los ajustes normativos correspondientes, de acuerdo con la reforma constitucional y las leyes generales de la materia.
83.
No obstante lo anterior, a la fecha de la presente ejecutoria, el legislador del Estado de Nuevo León no ha emitido las adecuaciones a su marco jurídico en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, por lo que se advierte un incumplimiento a su obligación constitucional y, por tanto, se acredita la omisión legislativa absoluta en competencia de ejercicio obligatorio que denuncia el Poder Ejecutivo de la entidad, lo que implica una vulneración al artículo 6º Base A, fracción VIII, 116, fracción VIII, y 134, párrafo tercero, de la Constitución Política del país, en relación con los artículos segundo y cuarto transitorios del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro.
84.
En efecto, la omisión reclamada violenta el Texto Fundamental, pues se otorgó un mandato de ejercicio expreso, es decir, una obligación de realizar determinada conducta, de manera que el Congreso estatal no tiene la opción de decidir si lo hace o no, sino que existe un débito expreso que lo constriñe a obrar en determinado sentido. Por tanto, el hecho de que no se cumpla con ese mandato en el término indicado, constituye una omisión legislativa absoluta que genera una violación constitucional directa.
85.
Así, lo ha indicado esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis P./J. 13/2006, de rubro: “FACULTAD O COMPETENCIA OBLIGATORIA A CARGO DE LOS CONGRESOS ESTATALES. SU OMISIÓN ABSOLUTA GENERA UNA VIOLACIÓN DIRECTA A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (ARTÍCULOS PRIMERO Y SEGUNDO TRANSITORIOS DE LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y SIETE).”

86.
No pasa inadvertido lo manifestado por el Congreso del Estado de Nuevo León en el sentido de que el procedimiento de reforma constitucional local se encuentra en curso, ante la Comisión de Legislación y Puntos Constitucionales, por lo que, a su decir, aun cuando no se hubiese culminado con la armonización dentro del plazo previsto en el artículo cuarto transitorio del Decreto de reformas en materia de simplificación orgánica, de ello no se sigue la actualización de una omisión absoluta, porque el órgano legislativo se encuentra actuando.
87.
Bajo la perspectiva del Legislativo estatal, si bien es cierto que el procedimiento legislativo local no ha culminado y la fecha límite para la publicación de las adecuaciones ya feneció, lo cierto es que el momento para analizar si se cumplió de manera incompleta o deficiente con el mandato constitucional será una vez aprobada la norma.
88.
Al margen de que, en este caso, la parte actora no impugna una omisión legislativa relativa, este Tribunal Pleno considera que, si bien se advierte la existencia de un procedimiento legislativo en trámite a efecto de cumplir con el mandato constitucional analizado, lo cierto es que, como ya se señaló, el Congreso Estatal no ha expedido las adecuaciones a su marco jurídico en el plazo establecido, de ahí que, no ha cumplido con la obligación que la Constitución Política del país le impuso sobre el particular.
89.
Por lo tanto, no es dable considerar que las gestiones o los trámites realizados sean suficientes para tener por cumplida la obligación constitucional a cargo del legislador local, puesto que la armonización es necesaria para no contravenir la Constitución Política del país.

90.
De igual forma, contrario a lo sugerido por el Congreso Estatal, los artículos segundo y cuarto transitorios del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica, al disponer que las legislaturas locales deberán armonizar sus marcos normativos, no puede entenderse en el sentido de que los poderes ejecutivos locales queden excluidos de la obligación constitucional impuesta y, por ende, no resienten afectación alguna, pues éstos intervienen, en su ámbito de competencia, en el proceso de emisión normativa mediante su promulgación y publicación.
91.
En el mismo sentido, conforme a los artículos 6º Base A, fracción VIII, 116, fracción VIII, y 134, párrafo tercero, de la Constitución Política del país, el Texto Fundamental impone obligaciones a los distintos poderes de las entidades; de ahí que la omisión de legislar del Poder Legislativo incide en la esfera competencial del Poder Ejecutivo, al privarlo del marco normativo necesario para ejercer las atribuciones que le corresponden en materia de acceso a la información y protección de datos personales.
92.
Así, en atención a las consideraciones desarrolladas, se declara la inconstitucionalidad de la omisión legislativa del Estado de Nuevo León, por no armonizar su marco jurídico en materia de acceso a la información pública y protección de datos personales, conforme a los artículos 6º Base A, fracción VIII, 116, fracción VIII, y 134, párrafo tercero, de la Constitución Política del país, en relación con los artículos segundo y cuarto transitorios del Decreto de reformas constitucionales en materia de simplificación orgánica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro.
93.
Declarada la inconstitucionalidad de la omisión legislativa impugnada, resulta innecesario ocuparse de los restantes argumentos de queja relativos a que la inactividad del Congreso del Estado de Nuevo León impide el ejercicio de las facultades de promulgación y publicación del Ejecutivo Local. Lo anterior con apoyo en la tesis P./J. 100/99, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ.”

VIII. EFECTOS
94.
En términos del artículo 41, fracciones IV, V y VI, de la Ley Reglamentaria de la Materia, las sentencias de esta Suprema Corte deben contener sus alcances y efectos, así como fijar con precisión los órganos obligados a cumplirlas, las normas generales, actos u omisiones respecto de las cuales operen y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Asimismo, deberá fijar el término para el cumplimiento de las actuaciones que se señalen y en el que la parte condenada deba realizar una actuación.

95.
Así, en atención a las consideraciones desarrolladas en el apartado precedente, se declara la inconstitucionalidad de la omisión legislativa en que ha incurrido el Poder Legislativo del Estado de Nuevo León, por no armonizar su marco jurídico, en los términos del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro.

96.
De acuerdo con los artículos segundo y cuarto transitorios del citado Decreto, las Legislaturas de las entidades federativas, en el ámbito de su competencia, tenían el plazo máximo de noventa días naturales contados a partir de la expedición de la legislación de las adecuaciones del Congreso del Unión, para armonizar su marco jurídico local.

97.
Por tanto, este Alto Tribunal determina que el Congreso del Estado de Nuevo León deberá armonizar su marco jurídico, de conformidad con el ‘Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica’, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro y, por ende, del ‘Decreto por el que se expiden la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares; y se reforma el artículo 37, fracción XV, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de marzo de dos mil veinticinco.

98.
Al respecto, este Tribunal Pleno, en sesión de nueve de marzo de dos mil veintiséis, al resolver las controversias constitucionales 217/2025 y 198/2025, determinó que corresponde al Congreso de la Unión expedir las leyes generales que regulen el derecho de acceso a la información pública y la protección de datos personales y establecer los principios y bases que deben regir este derecho; en tanto que, a las entidades federativas en sus constituciones definirán la competencia de los órganos encargados de garantizar el derecho de acceso a la información pública y de protección de datos personales, pero siempre deben ajustarse a lo que establece la Constitución Política del país y las leyes generales.
99.
Conforme a lo anterior, el Congreso del Estado deberá armonizar su marco jurídico, a más tardar, en el próximo periodo ordinario de sesiones que inicie con posterioridad a la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia.

IX. DECISIÓN

Por lo antes expuesto y fundado, el Tribunal Pleno de esta Nueva Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve:

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente controversia constitucional.

SEGUNDO. Se declara la inconstitucionalidad de la omisión legislativa en que ha incurrido el Poder Legislativo del Estado de Nuevo León, por no armonizar su marco jurídico, en los términos del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de simplificación orgánica, publicado en el Diario Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro.

TERCERO. Se ordena al Congreso del Estado de Nuevo León a que, a más tardar en el periodo ordinario de sesiones que inicie con posterioridad a la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia, armonice su marco jurídico en los términos precisados por esta ejecutoria.

CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado de Nuevo León, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.

Notifíquese; haciéndolo por oficio a las partes, y en su oportunidad devuélvase el expediente a la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de Inconstitucionalidad para los efectos legales a que haya lugar.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación por unanimidad de nueve votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Ríos González, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz.

El señor Ministro Presidente Aguilar Ortiz declaró que el asunto se resolvió en los términos precisados.

Firman el señor Ministro Presidente y la señora Ministra Ponente, con el Secretario General de Acuerdos, quien autoriza y da fe.

Presidente, Ministro Hugo Aguilar Ortiz.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).- Ponente, Ministra Sara Irene Herrerías Guerra.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).- Secretario General de Acuerdos, Daniel Álvarez Toledo.- (Esta sentencia se suscribe con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación [FIREL]).

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copias fotostática constante de veinte fojas útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la controversia constitucional 265/2025, promovida por el Poder Ejecutivo del Estado de Nuevo León, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del seis de abril de dos mil veintiséis. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a quince de junio de dos mil veintiséis.- Rúbrica.
� Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:


I. De las controversias constitucionales que, sobre la constitucionalidad de las normas generales, actos u omisiones, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: (…)


h) Dos Poderes de una misma entidad federativa; (…).


� Artículo 1º. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles.


� Artículo 16.


La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:


I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. La admisión de controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad planteadas respecto de normas generales no dará lugar en ningún caso a la suspensión de la norma cuestionada; (…).


� Segundo. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará para su resolución:


I. Las controversias constitucionales previstas en el artículo 105, fracción I, de la CPEUM, así como los recursos interpuestos en éstas; (…).


� Artículo 41. Las sentencias deberán contener:


I. La fijación breve y precisa de las normas generales, actos u omisiones objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados; (…).


� El artículo 41, fracción I, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que las sentencias deberán contener la fijación breve y precisa de las normas generales o actos objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas conducentes a tenerlos o no por demostrados; asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que para lograr tal fijación debe acudirse a la lectura íntegra de la demanda, apreciación que deberá realizar sin atender a los calificativos que en su enunciación se hagan sobre su constitucionalidad o inconstitucionalidad en virtud de que tales aspectos son materia de los conceptos de invalidez. Sin embargo, en algunos casos ello resulta insuficiente y ante tal situación deben armonizarse, además, los datos que sobre los reclamos emanen del escrito inicial, interpretándolos en un sentido congruente con todos sus elementos e incluso con la totalidad de la información del expediente del juicio, de una manera tal que la fijación de las normas o actos en la resolución sea razonable y apegada a la litis del juicio constitucional, para lo cual debe atenderse preferentemente a la intención del promovente y descartando manifestaciones o imprecisiones que generen oscuridad o confusión. Esto es, el Tribunal Constitucional deberá atender a lo que quiso decir la parte promovente de la controversia y no a lo que ésta dijo en apariencia, pues sólo de este modo podrá lograrse congruencia entre lo pretendido y lo resuelto. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 166985. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXX, Julio de 2009, página 1536. Tipo: Jurisprudencia).


� Artículo 21. El plazo para la interposición de la demanda será:


I. Tratándose de actos u omisiones, de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del propio acto surta efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclame; al en que se haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en que el actor se ostente sabedor de los mismos; (…).


� El artículo 21 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no establece plazo específico para la promoción de la controversia constitucional respecto de omisiones, entendiéndose por éstas las que implican un no hacer del órgano demandado y que por su especial naturaleza crean una situación permanente que no se subsana mientras subsista la omisión, de tal suerte que dicha situación se genera y reitera día a día, lo que produce consecuencias jurídicas que se actualizan de igual forma. Esta peculiaridad lleva a considerar que el plazo para su impugnación se actualiza día a día mientras la omisión subsista. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 183581. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVIII, Agosto de 2003, página 1296. Tipo: Jurisprudencia).


� Controversia constitucional 115/2024, resuelta en sesión de cinco de enero de dos mil veintiséis, por mayoría de siete votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía y Presidente Aguilar Ortiz. La señora Ministra Ríos González votó en contra y anunció voto particular. Las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Batres Guadarrama y Presidente Aguilar Ortiz anunciaron sendos votos concurrentes.


� Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales:


I. Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la controversia; (…).


� Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. (…).


� Artículo 16. La persona titular de la Consejería Jurídica tendrá las siguientes atribuciones (…)


IX. Representar a la persona Titular del Poder Ejecutivo, en los juicios de electorales locales y federales, así como en las acciones de inconstitucionalidad y controversias constitucionales federales, en términos de las disposiciones legales aplicables.


� Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales: (…)


II. Como demandada o demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general, pronunciado el acto o incurrido en la omisión que sea objeto de la controversia; (…).


� Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. (…).


� Artículo 6º. Son atribuciones de los integrantes de la Directiva las siguientes:


I. Del Presidente: (…)


c) Representar al Poder Legislativo en los asuntos de carácter legal y protocolario, pudiendo delegar dicha representación de acuerdo a lo dispuesto en el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado; (…).


� Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: (…)


En todo caso, las causales de improcedencia deberán examinarse de oficio.


� CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. ORDEN PUBLICO. TIENEN ESA NATURALEZA LAS DISPOSICIONES QUE PREVEN LAS CAUSAS DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO INSTITUIDO EN LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTICULO 105 CONSTITUCIONAL. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 200108. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 31/96. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo III, Junio de 1996, página 392. Tipo: Jurisprudencia).


� CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 193266. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 92/99. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo X, Septiembre de 1999, página 710. Tipo: Jurisprudencia).


� CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. DEBE DARSE OPORTUNIDAD AL ACTOR DE DEMOSTRAR EL INTERÉS LEGÍTIMO QUE LE ASISTE PARA ACUDIR A ESTA VÍA Y SÓLO DECRETARSE EL SOBRESEIMIENTO ANTE SU FALTA, CUANDO LA INVIABILIDAD DE LA ACCIÓN RESULTE TAN EVIDENTE QUE SEA INNECESARIO RELACIONARLA CON EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 173344. Instancia: Primera Sala. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: 1a. LXV/2007. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Febrero de 2007, página 1395. Tipo: Aislada).


� Cfr. Párrafos 41 a 50 de la sentencia dictada por el Tribunal Pleno en la controversia constitucional 111/2020, resuelta en sesión de nueve de mayo de dos mil veinticuatro, por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa por declarar que es una omisión relativa, Ortiz Ahlf por declarar que es una omisión relativa, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo por declarar que es una omisión relativa, Batres Guadarrama apartándose de los párrafos 94, 95, 103, 106 y 108, Ríos Farjat en contra de diversas consideraciones, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández por declarar que es una omisión relativa, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar fundada la omisión legislativa absoluta en competencia de ejercicio obligatorio hecha valer.


� GOMES CANOTILHO, José Joaquim, Direito Constitucional e Teoria da Constituição, 7ª edición, 2003, Coimbra, Almedina, pp. 1033�a 1037.


� Ídem.


� OMISIONES LEGISLATIVAS. SUS TIPOS. (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 175872. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 11/2006. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Febrero de 2006, página 1527. Tipo: Jurisprudencia).


� (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 175939. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis:�P./J. 13/2006. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Febrero de 2006, página 1365. Tipo: Jurisprudencia).


� Consideraciones similares fueron sostenidas por el Tribunal Pleno al resolver los siguientes asuntos:


Controversia constitucional 116/2020 (párrafo 68), resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de veinticinco de enero de dos mil veintidós, por aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena con razones adicionales, González Alcántara Carrancá en contra de algunas consideraciones, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf con razones adicionales, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek con razones adicionales, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VII, relativo al estudio de fondo, en su tema A, consistente en declarar fundada la omisión legislativa atribuida al Congreso de la Unión para expedir la Ley General de Aguas. Las señoras Ministras y los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales y Laynez Potisek anunciaron sendos votos concurrentes.


Controversia constitucional 38/2014 (páginas 58 y 59), resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de veinticuatro de septiembre de dos mil quince, por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos apartándose de consideraciones, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Silva Meza, Medina Mora I., Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales, respecto del considerando quinto, relativo al análisis de fondo. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y Cossío Díaz anunciaron sendos votos concurrentes. Los señores Ministros Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea y Medina Mora I. reservaron su derecho de formular sendos votos concurrentes.


� (Suprema Corte de Justicia de la Nación. Registro digital: 193258. Instancia: Pleno. Novena Época. Materias(s): Constitucional. Tesis: P./J. 100/99. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo X, Septiembre de 1999, página 705. Tipo: Jurisprudencia).


� Artículo 41. Las sentencias deberán contener: (…)


IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales, actos u omisiones respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la propia norma invalidada;


V. Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o declaren la validez o invalidez de las normas generales, actos u omisiones impugnados y, en su caso, la absolución o condena respectivas, fijando el término para el cumplimiento de las actuaciones que se señalen, y


VI. En su caso, el término en el que la parte condenada deba realizar una actuación.


� Efectos similares fueron determinados por el Tribunal Pleno, al resolver la controversia constitucional 115/2024, en sesión de cinco de enero de dos mil veintiséis, por mayoría de siete votos de las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Esquivel Mossa, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf, Figueroa Mejía y Presidente Aguilar Ortiz. La señora Ministra Ríos González votó en contra y anunció voto particular. Las personas Ministras Herrerías Guerra, Espinosa Betanzo, Batres Guadarrama y Presidente Aguilar Ortiz anunciaron sendos votos concurrentes.





